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(Artículo publicado en www.novacolombia.info, el domingo 22 de abril de 2007)
Medellín, 20 de abril de 2007
En Colombia, develados nexos del Gobierno con el Paramilitarismo

Por German Enrique Reyes Forero

Representante a la Cámara por el Polo

Algunos titulares de Prensa del 18 de abril de 2007:

“Petro enfiló ataques contra el presidente Uribe” – El Tiempo

“Las Convivir, legalización del paramilitarismo” – La Patria

“Serio debate a “parapolítica” en el Congreso” – Vanguardia Liberal

“Uribe metió en cada Convivir a un jefe paramilitar: Petro” – El Heraldo

“Mucho recuento y poco debate sobre parapolítica” – El Colombiano

“Duro cruce de acusaciones entre Holguín y Petro por paramilitarismo en Antioquia” – El Nuevo Siglo

“Petro dice que en finca “Las Guacharacas” de propiedad del presidente Álvaro Uribe, los “paras” asesinaron campesinos” – Revista Semana

La historia del paramilitarismo, como cruento suceso de los últimos años en Colombia, se ha convertido en una verdad vedada por diversos estamentos del Estado y de la clase dirigente.  El debate promovido por el senador Gustavo Pedro del POLO DEMOCRÁTICO ALTERNATIVO –PDA– en la sesión plenaria del Congreso de la República, el pasado 17 de abril, mostró con claridad los nexos entre sectores militares, sectores del Estado y del Gobierno en franca connivencia con el paramilitarismo y el narcotráfico, y las Convivir fueron la expresión legal del paramilitarismo.

Ante la contundencia de los testimonios y declaraciones bajo juramento, el Gobierno y sus congresistas aliados, trataron de centrar sus respuestas en injustificados ataques a la vida personal y de militante de su antigua organización política del M-19, con la desgastada argucia de los sucesos de la “Toma del Palacio de Justicia”, pendientes aún por esclarecer, hecho que, por demás, se ha convertido en estribillo de respuesta cada vez que el Gobierno se siente atacado.
Apareció en el debate, como nuevo escudero, Andrés Uriel Gallego, ministro de Transporte, en otros tiempos fogoso activista de los movimientos de protesta adelantados en los municipios del Oriente antioqueño, quien, airadamente, invitó a Jaime Restrepo Cuartas, ex rector de la Universidad de Antioquia, ex militante de izquierda y hoy vocero del partido de La U, a defender al “hombre más perseguido, criticado y calumniado del mundo” (Álvaro Uribe Vélez), quien, según él, tan sólo ha dejado ríos y mares de beneficios para los pobres de este país y que las cuestionadas Cooperativas de Seguridad –CONVIVIR– tan sólo fueron simples estructuras de apoyo a la acción militar y represiva del Estado.
Nada respondieron el Gobierno y sus aliados congresistas acerca del paramilitarismo, la guerra sucia y demás formas, como rezagos de la famosa doctrina de la Seguridad Nacional ideada y desarrollada por el Pentágono para América Latina en las décadas del sesenta y setenta; como estrategia de la guerra fría, contra el despertar de los movimientos sociales de América Latina, fielmente desarrolladas por “militarotes” de Chile, Bolivia, Argentina, Uruguay, Paraguay, Ecuador y Perú, con sus cruentas dictaduras o bajo gobiernos, como el de Colombia, sometidos a la bota militar.
Tuvo razón el senador del Partido Liberal Luis Fernando Velasco Chávez cuando señaló que la posición asumida por el Gobierno fue la de justificar las barbaridades del paramilitarismo como forma de contención o de derrota de la guerrilla, que a una violencia se opuso otra violencia, según sus palabras, o que el punto de quiebre o inicio de esta etapa no fue el 7 de agosto de 2002 con el inicio del gobierno de Uribe, sino el acumulado y desarrollo, como decimos nosotros, de las teorías de la Seguridad Nacional copiadas por los últimos gobiernos.
Ya el procurador Carlos Jiménez Gómez, entre los años 1982 y 1986, había advertido: “… Siguen existiendo en distintas regiones y lugares del país, el Magdalena Medio especialmente, movimientos paramilitares […].  Se trata pura y simplemente de gentes oficiales que se desbordan frente a las tentaciones de multiplicar su capacidad de acción y aprovechar a gentes privadas, a quienes empiezan a tomar como “guías” e “informantes”, colaboradores y auxiliares en general, y terminan utilizando como brazo oculto para que, en plan de sicarios, hagan oficiosamente lo que oficialmente no se puede hacer.  Así, el responsable del orden público, en un rincón o sector, aumenta su rendimiento y da partes estadísticamente halagüeños a su Comandante, empinando su carrera de ascenso dentro de la carrera militar […].  Todo esto forma parte de un contexto equívoco y difuso dentro del cual el paramilitarismo encuentra campo innegable de fácil acción […].  Los que niegan la existencia del paramilitarismo, los que lo defienden con argumentos institucionales, los que piden pruebas de confesión de sus autores y copartícipes, todos ellos están oponiéndose a una inferencia ciudadana que se apoya en razones convergentes de gran fuerza de persuasión”
.  De ahí el porqué el senador Petro demostró cómo el accionar de las CONVIVIR fue la resultante de escuadrones de la muerte, militares obnubilados, anticomunistas y narcotraficantes, esencia del debate, con un supuesto apoyo u omisión de Álvaro Uribe Vélez como gobernador de Antioquia durante los años 1995 a 1997, y como presidente de la República desde 2002 hasta la fecha, y de quien cada día es menos creíble el hecho de que desconociera muchos de los hechos referenciados en la intervención del Senador.
Eso sí, los ideólogos de la Seguridad Nacional no contaban con el fenómeno reciente del narcotráfico que, para ellos, se ha convertido en un problema de Estado y de Seguridad, por los muchos daños que le ha causado a su población y a sus finanzas, hasta el punto de declararlo como un verdadero enemigo; tampoco previeron que, además, estos “intrusos” lucharían por la construcción de lo que se ha denominado el Estado Mafioso o que comúnmente se conoce como la parapolítica, y que ha copado todos los espacios institucionales.
Hay centenares de investigaciones académicas, periodísticas, de ONG, nacionales o internacionales, que hablan sesudamente del tema del paramilitarismo, pero que los gobiernos han tratado de ocultar con sus consabidas descalificaciones; incluso, en el debate se presentaron pruebas de lo ocurrido en el departamento de Antioquia durante el período del gobernador Uribe Vélez, de organismos de inteligencia oficial, fiscalías y juzgados y que, malintencionadamente, fueron archivadas sin justificación alguna, solamente con el propósito de impedir su juzgamiento, tal como fue la actuación del fiscal Luis Camilo Osorio.  Al ministro del Interior Carlos Holguín y al representante a la Cámara Óscar Darío Pérez, les sorprendió que hayan sido rescatadas de sus lugares de olvido o del tapen-tapen en que deliberadamente se han querido mantener como monumento a la impunidad.

El debate fue dedicado a las víctimas del paramilitarismo en Antioquia y no, como trataron de hacer creer a la opinión pública, el Gobierno y los congresistas uribistas, que se trataba de un debate contra los antioqueños; igualmente, se quiso argumentar, como estrategia de cubrir con un manto de humo lo que ya es un imposible.  O ¿será que se nos quiere obligar a gritar vivas a los escuadrones de la muerte, al paramilitarismo y a la parapolítica?  Que la opinión pública, el ciudadano y ciudadana sean partícipes de este debate que debe continuar hasta sus últimas consecuencias, así se molesten los defensores abiertos o encubiertos de las formas ilegales e inconstitucionales que combaten a la oposición política como si fuéramos enemigos.  Necesitamos conocer toda la verdad para que haya justicia, reparación y no repetición de los hechos y, además, necesitamos tener la opción de construir democracia real en nuestro país.
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